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“La prostitución no es el oficio más antiguo del mundo, sino la 
esclavitud más antigua y grande de la historia”.

Carmen Calvo Poyato
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La explotación sexual y el tráfico 
de mujeres, niñas y niños
El pasado día 23 de septiembre  se conmemoró el Día Internacional contra 
la Explotación Sexual y el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños.

La prostitución, una evidente  demostración 
de violencia de género, se ejerce 
desde la desigualdad, con la dignidad 
de las mujeres sometidas reducida a 
cenizas. Ejercida habitualmente por 
mujeres estigmatizadas, es comprada 
y controlada por individuos que, para 
someterlas, utilizan la violencia en todas 
sus expresiones (física, psicológica, 
sexual y económica); estas mujeres y 
niñas son vendidas como carne humana 
para que los hombres que pagan por sexo 
aplaquen de forma inmediata el supuesto 
deseo incontrolable que les domina.

La prostitución está reconocida en el 
Parlamento Europeo como una forma de 
violencia contra las mujeres y una violación 
de la dignidad humana y de la igualdad de 
género. España, según datos publicados 
por Naciones Unidas, es el primer país 
de Europa y el tercero a nivel mundial 
en consumo de prostitución. Nuestro 
democrático país es uno de los principales 
destinos de trata de seres humanos con 
fines de explotación sexual. Mujeres y 
niñas, esclavizadas y prostituidas, son 
sus principales víctimas.  

En España más del 80% de las mujeres prostituidas son víctimas de trata
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El Plan Integral se diseñó a partir de un diagnóstico, incorporado al texto del mismo, de la situación de la trata con fines de explotación sexual, 
basado en los resultados del Plan anterior (2009-2012), en las conclusiones y recomendaciones aportadas, a través de un proceso participativo, 
por las administraciones, instituciones y entidades implicadas en la ejecución de este último, y en las recomendaciones derivadas de las 
evaluaciones y los informes elaborados por organismos nacionales (Defensora del Pueblo) e internacionales (Informe TIP de la Secretaría de 
Estado de EEUU y GRETA del Consejo de Europa). 

Desde su diseño y aprobación, y a lo largo de su 
ejecución, se han producido algunos hitos de carácter 
tanto general como específico que han ejercido un 
impacto notable en la evolución de la lucha contra la 
trata con fines de explotación sexual en España y, en 
particular, en el desarrollo de las distintas prioridades 
y medidas en las que se estructura la acción en el Plan 
Integral, particularmente en el enfoque en la víctima:

En el periodo 2015-2018 se suceden tres legislaturas 
(X, XI y XII) y 9 cambios de gobierno, hecho que dificulta 
o retrasa muchos avances legislativos y administrativos, 
en particular los vinculados a las políticas de igualdad 
en general y a esta modalidad de trata en particular. 

En diciembre de 2017 se ratifica el Pacto de Estado 
contra la Violencia de Género, una política de Estado 
cuyo fin es avanzar en la erradicación de las distintas 
formas de violencia contra las mujeres y que, en este 
sentido, incluye entre sus objetivos la lucha contra la 
trata de mujeres y niñas con fines de explotación sexual. 
El Gobierno y el resto de Administraciones autonómicas 
y locales, entidades y organismos intervinientes 
acuerdan cooperar para desarrollar este Pacto. 

Las CCAA, al asumir el Pacto de Estado, se implican formalmente en el desarrollo de medidas relacionadas con la trata y la explotación sexual. 
Como consecuencia de ello y de la ratificación del Convenio de Estambul, las CCAA con carácter general modifican su normativa de violencia 
contra las mujeres incluyendo la trata y la explotación sexual, lo que permite el acceso de las víctimas a los recursos de atención y protección a 
disposición de las víctimas de violencia contra las mujeres, así como garantizar servicios que atiendan a las necesidades específicas de estas 
víctimas. 

El Pacto de Estado establece como mandato la elaboración y aprobación de una Ley Orgánica de lucha integral y multidisciplinar contra la 
trata de seres humanos con fines de explotación sexual, que incluye la trata de mujeres y niñas con fines de explotación sexual. El Gobierno 
se compromete a elaborar y aprobar una Ley Orgánica de estas características, iniciándose en 2018 un Grupo de trabajo para la redacción de 
un borrador. Sin embargo, las circunstancias citadas en el primer punto no permiten culminar en la aprobación por Consejo de Ministros del 
correspondiente Anteproyecto de Ley para su remisión a las Cortes, siendo a día de hoy una cuestión pendiente. 

El Grupo de Expertos en Trata de Seres Humanos (GRETA) del Consejo de Europa, después de la primera ronda de evaluación y la formulación 
de recomendaciones al Estado español en 2013, evalúa durante el periodo del Plan Integral 2015-2018 para su informe de la segunda ronda, de 
2018, el cumplimiento por parte de España de los compromisos internacionales y la aplicación del Convenio de Varsovia, lo que proporciona una 
valiosa información sobre las medidas del Plan Integral: aunque el trabajo de GRETA se interesa, con carácter general, por todas las finalidades 
de la trata, el informe GRETA de 2018 pone claramente de manifiesto que la trata con fines de explotación sexual ha conseguido unos resultados 
y avances más significativos de otras modalidades de la trata por el carácter integral de las políticas de lucha contra la trata; sin embargo hay 
que tener en cuenta que GRETA no realiza explícitamente un análisis de la trata de mujeres y niñas desde una perspectiva de género, sino que 
aborda las distintas finalidades de la trata, incluyendo las que afectan de manera desproporcionada a mujeres y niñas, como la trata sexual, sin 
realizar una mención expresa a los condicionantes de género; por ello no aporta conclusiones o recomendaciones basadas en considerar esta 
finalidad de trata como una forma de violencia de género. 

En junio de este año se ha realizado la evaluación del citado Plan 2015-2018.

En España el Plan Integral de lucha contra la trata de mujeres y niñas con fines 
de explotación sexual 2015-2018,  tiene por objetivo central la promoción de los 
derechos humanos y la protección de las víctimas. Es el instrumento de carácter 
integral y multidisciplinar en el que se enmarcan las competencias atribuidas a los 
distintos Departamentos ministeriales en la lucha contra la trata de mujeres y niñas 
con fines de explotación sexual.

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/otrasFormas/trata/normativaProtocolo/planIntegral/docs/INFORMEFINALEvalPITrataDGVGNoGapsVDef.pdf
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En la Comunidad de Madrid existe desde 2017 Protocolo para la protección de las víctimas de trata de seres humanos que se acordó con la 
Fiscalía General del Estado, el Consejo General del Poder Judicial y la Administración General del Estado.

El Protocolo Marco aborda esas actuaciones desde una perspectiva de género garantizando, además, que las medidas puestas en marcha 
obedezcan a un enfoque integrado y sean adecuadas al sexo, la edad y otras situaciones de vulnerabilidad de las posibles víctimas de trata, como 
el estado de gestación, el estado de salud o la discapacidad. Es también, especialmente vulnerable aquella persona que no tenga otra alternativa 
real o aceptable que la de someterse al abuso.

De acuerdo con el Protocolo Marco, las instituciones y administraciones con responsabilidades en la materia velarán por el respeto de los 
siguientes principios:

El Protocolo Marco pone un especial énfasis en la fase preventiva -mediante la adopción de medidas de prevención, concienciación e información 
a la población- y en la fase de recuperación de las víctimas, dado que potencia los recursos asistenciales de carácter residencial -alojamiento 
seguro-, psicológico, sanitario, sociolaboral, de apoyo jurídico y otros necesarios para contribuir a la reparación adecuada de las víctimas de trata 
de seres humanos en la sociedad.

También existe la  Estrategia Madrileña contra la Trata de Seres Humanos con Fines de Explotación Sexual 2016-2021, por la cual, se sistematiza 
a nivel de la Comunidad de Madrid las actuaciones a desarrollar en relación a las líneas estratégicas contempladas en el Plan Integral de Lucha 
contra la Trata de Mujeres y Niñas con Fines de Explotación Sexual 2015-2018, con el fin de trabajar en la eliminación de esta forma de violencia 
de género.

Los principales elementos estructurales de la Estrategia en ejes, objetivos y medidas, que van desde el  refuerzo de la Prevención y Detección de 
la Trata, la identificación, Protección y Asistencia a las Víctimas, un análisis y mejora del conocimiento para una respuesta eficaz frente a la trata 
con fines de explotación sexual, la persecución más activa a los tratantes, para concluir con la implantación de una coordinación y cooperación 
entre instituciones y participación de la sociedad civil. 

Cada uno de los ejes está formado por objetivos que definen la realidad social que se pretende cambiar. Cumplen la función de resaltar lo que 
hay que hacer y de concretar el alcance de los resultados logrados.

Acceso al documento.

FUENTE: Nueva Tribuna / Mº de Igualdad.

Garantía de que las víctimas conocen sus derechos y reciben una información adecuada y especializada.

Adecuación de los mecanismos de asistencia y protección a la edad, el sexo y las necesidades de la víctima de trata, que 
aseguren la atención a la especial vulnerabilidad de las víctimas.

Asistencia de carácter multidisciplinar, prestada por agentes con formación adecuada y participación de organizaciones de la 
sociedad civil.

Acceso de todas las víctimas a los sistemas de asistencia y protección, no condicionado a la cooperación en la investigación 
del delito.

Evitar la victimización secundaria, procurando la reducción del sufrimiento y daño causado a las víctimas, estableciendo 
medidas que favorezcan su recuperación y eviten nuevas experiencias traumáticas, durante todo el proceso penal, esto es, 
antes, durante y después del proceso penal (artículo 12.4 de la Directiva 2011/36/UE).

Asegurar su recuperación y rehabilitación física, psicológica y social.

Protección de la privacidad e identidad de las víctimas.

a

c

e

b

d

f

g

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/otrasFormas/trata/normativaProtocolo/marco/docs/ProtocoloTrataMadrid.pdf
http://www.madrid.org/bvirtual/BVCM013992.pdf
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El sesgo de género en medicina y enfermería
La nueva ley de educación,  la Lomloe,  quiere establecer una “profunda” 
transformación del sistema educativo, donde se refuerce el enfoque de género. 
Y así donde las carreras de Ciencias de la Salud toman el protagonismo, dado 
que el objetivo es que titulaciones como las de Enfermería o Medicina revisen 
sus ratios de matriculación entre hombres y mujeres.
El objetivo del  Ministerio de Educación y Formación Profesional,  que dirige Isabel Celaá es “intentar acabar con los actuales sesgos de género 
en la elección de estudios científico-tecnológicos y avanzar en el impulso de las vocaciones STEM (técnico-científicas) entre las niñas y jóvenes”.

Y es que, aunque el anteproyecto de ley promueva aumentar la presencia de alumnas en carreras de tecnología o ingenierías con poca demanda 
femenina, también se recoge la otra vertiente: la de aumentar la presencia masculina en carreras tradicionalmente feminizadas. 

“De igual modo, las administraciones educativas también promoverán la presencia de alumnado masculino en estudios en los que exista de forma 
notoria una mayor matrícula de mujeres”, recoge el proyecto educativo que ahora se debate en el Congreso. Es en las titulaciones de Ciencias 
de la Salud donde la feminización es un hecho más destacado. En ese abanico, carreras como Enfermería o Medicina, las ratios de feminización 
rondan el 80 y el 65 por ciento, respectivamente. Ahora, con esta ley, se quiere fomentar que los alumnos cambien ingeniería por Enfermería.

En el caso concreto de Medicina esa ratio ha ido 
cambiando en los últimos años. Y es que, en lo 
que va de siglo, Medicina ha pasado de una tasa 
de feminización en el año 2000 del 37,8 por ciento 
al 50,4 por ciento, según datos del Consejo General 
de Colegios Oficiales de Médicos. Un porcentaje que 
se incrementará en los años sucesivos conforme 
comiencen a graduarse las actuales promociones 
universitarias.

En este sentido, desde Educación destacan que el 
objetivo de la Lomloe es “incorporar la perspectiva de 
género en la orientación académica profesional del 
alumnado de la Educación Secundaria Obligatoria y el 
impulso de un sistema de orientación en la Formación 
Profesional que fomente la igualdad entre hombres y 
mujeres”. Es en el desarrollo de un nuevo currículo 
formativo en secundaria donde Educación quiere 
“impulsar las vocaciones Stem”.

Sesgo de género

FUENTE: Redacción médica.
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La conveniencia de prohibir o no prohibir los 
certificados de virginidad
Para demasiadas mujeres, el sueño de casarse puede convertirse en 
una pesadilla. El mito de la virginidad sigue presente en muchas culturas, 
especialmente en la comunidad musulmana, aunque no sólo.

En países como Francia, el gobierno se está planteando la posibilidad de prohibir los llamados certificados de virginidad y penalizar a los médicos 
que los realizan. 

Pero, ¿es la mejor solución? Para Hanan Ben Abdeslam lo importante es sensibilizar, desmitificar la virginidad. Y ella lo hace a través de la 
educación sexual. “Hablar es importante, porque es un silencio que mata”, explica esta comadrona que ejerce en Bélgica. “En algunas familias, 
en algunas culturas, la lealtad es muy importante. Y desgraciadamente la lealtad se vive en relación al himen de la mujer. La joven debe respetar 
las normas y si no lo hace puede ser rechazada por la familia”.

El honor de las familias reposa pues en una frágil membrana llamada himen. Y ello a pesar de que científicamente no prueba nada. Algunas 
mujeres nacen sin él,  y otras lo pierden haciendo deporte.

Pese a ello, algunos ginecólogos practican una intervención quirúrgica que permite su reconstrucción. Aunque reconocen que el tema divide a 
la profesión.

“Hay dos campos. Tengo colegas que dicen: no, nosotros no lo hacemos porque va en contra de los derechos humanos, es un acto de hipocresía, 
una mentira y no queremos participar. Yo, junto a otros colegas, consideramos que hay que ayudar a estas chicas jóvenes que se ven obligadas 
a seguir las reglas de su religión. Como médico, estimo que hay que ayudarlas y por eso lo hago”, afirma Johan Van Wiemeersch, doctor de la 
GZA Ziekenhuizen belga.

Pero hay otra cuestión igualmente sensible. ¿Dónde queda el derecho de la mujer a disponer libremente de su cuerpo? ¿Dónde queda la igualdad 
de género?

Un grupo de eurodiputados ha formulado una pregunta escrita a la Comisión pidiendo la prohibición de los certificados de virginidad a nivel 
europeo.

“Es un ataque claro y grave contra la dignidad de la mujer, contra su libertad”, dice Virginie Joron, eurodiputada francesa del grupo Identidad y 
Democracia. “Se está pidiendo un examen médico para determinar si ha mantenido relaciones sexuales. Estamos en el 2020, en Europa. Estas 
prácticas no son compatibles con nuestros valores democráticos y nuestras libertades”.

Pero otro problema subyace: si las jóvenes no pueden acudir a un médico, lo harán en los circuitos ilegales, con los riesgos que eso comporta 
para su salud.

FUENTE: Euronews.
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Un paso clave para reducir la brecha 
salarial y avanzar en igualdad real

La reciente aprobación, del Real Decreto 901/2020, de 13 de octubre,  por el que se regulan los planes de igualdad y su registro, y el  Real 
Decreto 902/2020, de 13 de octubre,  de igualdad retributiva entre mujeres y hombres, recoge el “Acuerdo para el desarrollo de la igualdad 
efectiva entre mujeres y hombres en el trabajo”, alcanzado en el marco del diálogo social, el pasado 30 de julio, y que fue ratificado por la ministra 
de Trabajo y Economía Social, Yolanda Díaz, la de Igualdad, Irene Montero y los sindicatos UGT y CCOO. Un acuerdo que permite el desarrollo 
reglamentario de estas dos cuestiones.

La ley permitirá impulsar de manera eficaz los planes de igualdad en las empresas a partir de 50 trabajadores (se establece el desarrollo de un 
contenido mínimo de los diagnósticos de los planes de igualdad y se destaca el papel clave de la negociación colectiva en esta materia) y es 
un paso fundamental para avanzar en la igualdad retributiva en las empresas, a través de herramientas como el registro salarial, las auditorías 
retributivas y los sistemas o criterios de valoración de los puestos de trabajo y tareas o funciones. 

El objetivo es acabar con las discriminaciones de género en el ámbito laboral, entre ellas la brecha salarial porque las mujeres en España, cobran, 
de media, 6.000 euros menos al año que los hombres, y garantizar así el derecho a la igualdad retributiva por trabajos de igual valor. En el número 
de septiembre recogimos un amplio artículo sobre brecha salarial.

UGT considera que la salida de esta crisis debe hacerse teniendo en cuenta la 
perspectiva de género y la aprobación de esta ley va en este camino. 

En este sentido, hace un llamamiento a las empresas para que ratifiquen el 
compromiso para reducir las desigualdades de género en el ámbito laboral y 

cumplan la ley. 

Asimismo, el sindicato exige más recursos económicos y humanos para llegar a 
todas las empresas de este país y garantizar la igualdad.

https://boe.es/boe/dias/2020/10/14/pdfs/BOE-A-2020-12214.pdf
https://boe.es/boe/dias/2020/10/14/pdfs/BOE-A-2020-12215.pdf
https://boe.es/boe/dias/2020/10/14/pdfs/BOE-A-2020-12215.pdf
https://www.fespugtmadrid.es/wp-content/uploads/2020/10/2020-10-07_revistaEquidad.pdf
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¿Es nuestro modelo de pensiones un 
sistema con equidad?
Qué hacer con la previsión social, en el más amplio sentido, es algo que 
requiere de un debate sosegado y apoyado en elementos rigurosos.

Desde su nacimiento, hace ya más de 25 
años, el Pacto de Toledo persigue consolidar 
las bases de unas pensiones adecuadas y 
sostenibles, guiadas por uno de los principios 
irrenunciables del Estado del bienestar, la 
protección de las personas en su vejez, 
cumpliendo así con el artículo 50 de la 
Constitución Española.

El objetivo de cualquier aportación a este 
debate sosegado ha de ser contribuir a que 
los ciudadanos y ciudadanas  disfrutemos de 
unas pensiones adecuadas, periódicamente 
actualizadas y justas, a corto, medio y largo 
plazo, y siendo el elemento principal un 

sistema de pensiones público y, desde el 
punto de vista actuarial, de reparto puro. 
Es en ese marco en el que se proponen 
instrumentos actuariales de análisis a la 
comisión de seguimiento y evaluación de los 
acuerdos del Pacto de Toledo, y en particular 
el factor de equidad actuarial (FdEA).

Uno de los elementos que, de forma 
reiterada, se ha puesto de manifiesto en la 
literatura económica sobre la materia es que 
el sistema de pensiones en España tiende 
a mezclar sus dos objetivos. El primero 
es el establecimiento de un programa de 
sustitución de rentas consistente en que los 

trabajadores dejen de percibir una parte de 
su salario para cobrarlo a su jubilación. Por 
consiguiente, ha de ser contributivo y producir 
una transferencia de rentas de una misma 
persona del presente hacia el futuro. El 
segundo objetivo es establecer un programa 
de paliación de la pobreza por medio de una 
garantía de pensiones mínimas, que debe 
estar financiado íntegramente por impuestos, 
produce una transferencia de rentas de los 
que más tienen a los que menos tienen y ha 
de dirigirse a quienes no pudieron trabajar o 
no pudieron hacerlo lo suficiente como para 
disfrutar de una pensión digna.

El Pacto de Toledo, en su primera 
recomendación, hace ya un cuarto de 
siglo, estableció que el sistema público de 
pensiones debía alcanzar una auténtica 
separación de las fuentes de financiación, lo 
que conllevaría la también separación clara 
de los dos objetivos citados. Por un lado, se 
reforzaría el principio de contributividad y, en 
consecuencia, existiría una auténtica relación 
entre lo cotizado por el trabajador y su pensión. 
Y, por otro, se institucionalizaría un programa 
no contributivo o asistencial de garantía de 
pensiones mínimas con el fin de paliar la 
pobreza, el cual estaría financiado mediante 

impuestos y sería revisado periódicamente 
para adecuarlo a las circunstancias reales de 
los beneficiarios. En el marco del programa 
de sustitución de rentas es donde el FdEA 
cobra su sentido, ya que es el único método 
científico que permite establecer la relación 
entre el valor de lo que se recibe y el valor de 
lo que se cotiza, existiendo equidad cuando 
ambos valores coinciden y, por tanto, el factor 
toma el valor igual a la unidad.

Hoy, el valor promedio del factor para los 
actuales pensionistas del sistema contributivo 
es de 1,51. Esto implica que el sistema otorga, 

en promedio, un 51% más de lo que debería 
en virtud de las cotizaciones aportadas. 
Asimismo, los valores que toma el factor de 
equidad actuarial ponen de manifiesto que no 
existen incentivos suficientes para adelantar 
ni para retrasar la edad de jubilación, debido 
a que las penalizaciones por adelantarla y 
las bonificaciones por retrasarla no atienden 
a principios actuariales y, por consiguiente, 
están mal calibradas.

Ante esa situación, ¿qué se puede hacer 
para lograr una mayor equidad actuarial en 
el sistema contributivo? Pues actuar sobre 
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variables del sistema como el cómputo 
de la totalidad de la vida laboral; la escala 
de años cotizados, y las penalizaciones y 
bonificaciones por jubilación a edades distintas 
de la ordinaria, de forma que se mantenga el 
valor del FdEA y, así, la neutralidad actuarial.

Estas medidas concretas harían, sin duda, 
que el sistema contributivo fuera más 
equitativo, ayudando, al mismo tiempo, 
a su sostenibilidad, objetivo para cuya 
consecución debiera, ante todo, actuarse 
decididamente para conseguir una auténtica 
separación de las fuentes de financiación 
de los dos programas indicados más arriba. 
En ese sentido, otra de las aplicaciones 
importantes del factor de equidad actuarial 
es que permite indicar a cada pensionista 

qué parte de su pensión es contributiva y qué 
parte es asistencial, lo que lo convierte en un 
auténtico e importante instrumento de política 
económica.

Finalmente, no hay que perder de vista, 
asimismo, que el Pacto de Toledo promueve un 
sistema de tres pilares: el primero y principal, 
público y de reparto; el segundo pilar, de 
corte empresarial y basado en la negociación 
colectiva; y el tercer pilar, individual. Entre sus 
recomendaciones está abordar la ordenación 
de la previsión social complementaria para 
potenciarla como elemento de consolidación 
del modelo de protección social configurado 
en el artículo 41 de la Constitución.

La propia Comisión Europea ha emitido varios 
informes en los que insiste en un sistema de 

tres pilares como elemento de sostenibilidad 
de la previsión social y donde lo actuarial y 
el actuario juegan un papel fundamental, 
tanto desde el punto de vista del sistema 
público como en el privado, y donde, además, 
la colaboración público-privada debe ser 
también fomentada.

La vehemencia política debe dar paso a la 
racionalidad y a la objetividad y el rigor que 
proporcionan los instrumentos científicos 
y técnicos, en la búsqueda de un pacto 
intergeneracional e intrageneracional 
que garantice nuestro sistema público de 
pensiones, tanto para nosotros como para 
nuestros hijos y nietos. Los actuarios estamos 
dispuestos a contribuir con nuestra ciencia. 
¿Asumen el reto nuestros poderes públicos?

Artículo de Rafael Moreno Ruiz, Presidente del Instituto de Actuarios Españoles,  publicado en Cincodias-El pais.

Mafre, en un artículo desgrana el factor de equidad intergeneracional que empezó a aplicarse en 2019 a las pensiones, y liga la cuantía de la 
pensión a la esperanza de vida.

El sistema de pensiones español se ha ido adaptando a la situación económica y demográfica del país, tanto para garantizar su continuidad como 
su equilibrio, equidad y sostenibilidad. En este sentido, desde 2019 se ha empezado a aplicar tanto el factor de sostenibilidad como el de equidad 
intergeneracional para conseguir estos objetivos.

¿Qué es el factor de equidad intergeneracional?

Antes, para calcular la pensión por jubilación de un trabajador, se tenía en cuenta su edad – se exigía una edad mínima de jubilación ordinaria-, 
los años cotizados a la Seguridad Social y la cuantía, como factores fundamentales. A partir de 2019, también entró en la ecuación el factor de 
equidad intergeneracional (FEI), que liga la esperanza de vida a la pensión por jubilación.

El FEI se refiere a la esperanza de vida de cada nuevo jubilado en el momento de su retiro del mundo laboral. Es decir, se calcula de acuerdo con 
estadísticas y medidas demográficas cuántos años va a vivir el nuevo jubilado y por lo tanto, cuántos meses disfrutará de su pensión.

El Factor de Equidad Intergeneracional se revisa cada 5 años para que responda a la realidad demográfica española de cada momento, donde 
la longevidad será la clave.

¿Para qué sirve el factor de equidad intergeneracional?

La función del FEI es dar respuesta a la realidad actual que ya existe en España, por la cual hoy hay dos trabajadores por cada pensionista. El 
aumento del colectivo de jubilados es evidente gracias al crecimiento de la esperanza de vida y la calidad de la misma, es una pauta común en 
los países desarrollados.

El factor de equidad intergeneracional actúa solo respecto a la variable demográfica que afecta hoy al sistema de pensiones español. Colabora 
en su equilibrio y mantenimiento, pero los expertos alertan de que debe combinarse –como se hace desde 2019- con el factor de sostenibilidad 
para conseguir, no solo mantener, sino también equilibrar y corregir la actual desviación.

https://www.jubilacionypension.com/derechos-obligaciones/documentacion/factor-sostenibilidad-entrara-vigor-2019/
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Desmontando los mitos de las pensiones: ¿Gasta España 
más que otros países? 

¿Gasta España mucho en pensiones?

El segundo mito a desmontar en lo que respecta a las pensiones es el de que España es 
un país que gasta demasiado en pensiones. Sin embargo, si sólo se miden las pensiones, 
España gasta un punto y medio menos que la media europea. 

España dedica el 10,9% de su economía al pago de las pensiones, mientras que la 

FUENTE: Cadena Ser.

El Tribunal Supremo reconoce el derecho 
a cotizar el 100% al pasar de jubilación 
parcial a completa
Analiza un recurso en el que el interesado solicitó que se computaran las 
cotizaciones elevadas al 100%, pero las sentencias del Juzgado de lo Social 
y del Tribunal Superior de Justicia entendieron que se debían computar las 
cotizaciones realmente efectuadas sin incremento alguno
La Sala de lo Social del Tribunal Supremo ha confirmado su doctrina en el sentido de que, cuando el interesado se jubiló previamente de forma 
parcial (con celebración simultánea de contrato de relevo de la empresa con otro trabajador), en la base reguladora de la pensión de jubilación 
deben computarse las cotizaciones del periodo de trabajo a tiempo parcial elevándolas al 100%, esto es, como si durante ese periodo se hubiese 
trabajado a jornada completa.

En el supuesto ahora resuelto por el Tribunal Supremo, el interesado solicitó que se computaran las cotizaciones elevadas al 100%, pero 
las sentencias del Juzgado de lo Social y del Tribunal Superior de Justicia entendieron que se debían computar las cotizaciones realmente 
efectuadas sin incremento alguno.

El Tribunal Supremo unifica la doctrina estableciendo que, en estos casos, las cotizaciones correspondientes al periodo de trabajo a tiempo 
parcial han de incrementarse hasta el 100 por 100 de la cuantía que hubiera correspondido de haber realizado en la empresa el mismo porcentaje 
de jornada desarrollado antes de pasar a la situación de jubilación parcial, es decir, como si hubiera trabajado a jornada completa.

Confirma con ello el Tribunal Supremo la solución avanzada anteriormente en otras resoluciones, frente al criterio aplicado por las entidades 
gestoras, a la hora de aplicar el artículo 18.2 del Real Decreto 1131/2002, de 31 de octubre que regula la jubilación parcial y la seguridad social 
de los trabajadores a tiempo parcial:

Para el cálculo de la base reguladora de la pensión se tendrán en cuenta las bases de cotización correspondientes al período de trabajo a tiempo 
parcial en la empresa donde redujo su jornada y salario, incrementadas hasta el 100 por 100 de la cuantía que hubiera correspondido de haber 
realizado en la empresa, en dicho período, el mismo porcentaje de jornada desarrollado antes de pasar a la situación de jubilación parcial, y 
siempre que la misma se hubiese simultaneado con un contrato de relevo. 

La idea es que el FEI, como su propio nombre indica, consiga la máxima igualdad entre los 
beneficiarios del sistema, con independencia de la generación a la que pertenezcan. Cuanto 
mayor sea la esperanza de vida en el momento de la jubilación, más años se cobrará una 
pensión que en comparación con generaciones anteriores con menos años por vivir, será 
más ajustado, pero más extendida en el tiempo, en teoría.

media de la Unión Europea es del 12,4% y hay países que gastan todavía más como Francia (un 13,8% de su PIB), Austria (un 14%) e Italia 
(un 16,2%).

El gasto medio en pensiones de nuestro país está por debajo de la media europea. Equipararnos en porcentaje de gasto significa que España 
tendría un margen de unos 11.000 millones de euros para mejorar el pago de las pensiones.
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La Sala de lo Social del Tribunal Supremo ha confirmado su doctrina 
en el sentido de que, cuando el interesado se jubiló previamente de 
forma parcial (con celebración simultánea de contrato de relevo de la 
empresa con otro trabajador), en la base reguladora de la pensión de 
jubilación deben computarse las cotizaciones del periodo de trabajo 
a tiempo parcial elevándolas al 100%, esto es, como si durante ese 
periodo se hubiese trabajado a jornada completa.

En el supuesto ahora resuelto por el Tribunal Supremo, el interesado 
solicitó que se computaran las cotizaciones elevadas al 100%, pero 
las sentencias del Juzgado de lo Social y del Tribunal Superior 
de Justicia entendieron que se debían computar las cotizaciones 
realmente efectuadas sin incremento alguno.

FUENTE: Tribunal Supremo.

El Tribunal Supremo unifica la doctrina estableciendo que, en estos casos, las cotizaciones correspondientes al periodo de trabajo a tiempo 
parcial han de incrementarse hasta el 100 por 100 de la cuantía que hubiera correspondido de haber realizado en la empresa el mismo porcentaje 
de jornada desarrollado antes de pasar a la situación de jubilación parcial, es decir, como si hubiera trabajado a jornada completa.

Confirma con ello el Tribunal Supremo la solución avanzada anteriormente en otras resoluciones, frente al criterio aplicado por las entidades 
gestoras, a la hora de aplicar el artículo 18.2 del Real Decreto 1131/2002, de 31 de octubre que regula la jubilación parcial y la seguridad social 
de los trabajadores a tiempo parcial:

Para el cálculo de la base reguladora de la pensión se tendrán en cuenta las bases de cotización correspondientes al período de trabajo a tiempo 
parcial en la empresa donde redujo su jornada y salario, incrementadas hasta el 100 por 100 de la cuantía que hubiera correspondido de haber 
realizado en la empresa, en dicho período, el mismo porcentaje de jornada desarrollado antes de pasar a la situación de jubilación parcial, y 
siempre que la misma se hubiese simultaneado con un contrato de relevo.

Juzgar con perspectiva de género
El Tribunal Supremo dictamina que las lesiones padecidas por la mujer a 
consecuencia del parto deben considerarse accidente no laboral y no 
enfermedad común

La Sala de lo Social del Tribunal Supremo ha establecido en una 
sentencia de 24 de junio que las lesiones sufridas en un parto por 
la mujer deben considerarse accidente no laboral y no enfermedad 
común.

La mujer trabajadora ahora recurrente sufrió determinadas lesiones 
definitivas como resultado del parto como consecuencia de las 
cuales fue declarada por el INSS afecta de incapacidad permanente 
absoluta para todo trabajo, derivada de «enfermedad común». 
Interpuso demanda en reclamación de que la incapacidad se 
declarase causada por accidente no laboral y no enfermedad común, 
con derecho por tanto a una pensión superior. Obtuvo sentencia 
favorable del Juzgado de lo Social si bien el Tribunal Superior de 
Justicia estimó el recurso interpuesto por el INSS por considerar 
enfermedad común y no accidente no laboral la contingencia, al no 
existir la acción súbita externa que es propia del accidente.

El Tribunal Supremo estima el recurso de casación de la trabajadora sobre la base de las siguientes consideraciones:

En primer lugar, porque las serias lesiones producidas en el caso no responden a un deterioro físico progresivo (que es el concepto de enfermedad 
común), sino que son, más bien, resultado de una acción súbita y violenta (que es el concepto de accidente no laboral), y ello sin necesidad de 
que concurra además negligencia o responsabilidad alguna.
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Mujeres asesinadas por violencia de género40

3

23 Huérfanos menores

Menores víctimas mortales

Atención victimas de maltratos. Teléfono 24 horas.
No deja rastro en la factura pero sí en el teléfono y debe borrarse.

016

Las últimas actualizaciones se corresponde con la confirmación de la mujer de 32 años de edad, asesinada 
presuntamente por su pareja sentimental, en Illes Balears el pasado 3 de noviembre. La víctima tenía 4 
hijos menores de edad.  La segunda mujer de 49 años de edad, asesinada presuntamente por su pareja 
sentimental, en Girona el pasado 9 de noviembre. La víctima no tenía ni hijas ni hijos menores de edad. 
En ninguno de los casos existían denuncias previas por violencia de género contra el presunto agresor.

(A fecha 11 de noviembre existen 2 casos en investigación en 2020).

La última actualización se corresponde con la confirmación del asesinato de dos hermanos menores de 
edad, de 10 y 17 años, asesinados junto a su madre presuntamente por su padre en la provincia de Jaén el 14 
de junio. No hay constancia de denuncias previas por violencia de género.

Datos hasta el 11 de noviembre de 2020. FUENTE: Mº. de Igualdad (Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género).

Total, mujeres víctimas mortales desde 2003 - 2020: 1.073.
Total, menores asesinados desde 2013 a 2020: 37. 

En segundo lugar, porque el embarazo y el parto no son, en sí mismos, ninguna enfermedad ni se pueden asimilar a otras intervenciones 
hospitalarias.

En tercer lugar, el embarazo y el parto son elementos diferenciales que por, razones obvias, inciden de forma exclusiva sobre las mujeres, 
tratándose, en consecuencia, de un ámbito en que las normas han de interpretarse con perspectiva de género, pues solo las mujeres pueden 
encontrarse en una situación que no tiene parangón con ningún otro tipo de circunstancia en la que se acuda a la atención sanitaria.

Recuerda la Sentencia que a partir de la STS/4ª/Pleno de 21 de diciembre de 2009 (rcud 201/2009), esta Sala de lo Social ha procedido a aplicar 
este criterio de interpretación de la perspectiva de género en las SSTS 864/2018, 26 de septiembre de 2018 (rcud 1352/2017), 778/2019, 13 de 
noviembre de 2019 (rec. 75/2018), 815/2019, 3 de diciembre de 2019 (rec. 141/2018, Pleno), 79/2020, 29 de enero de 2020 (rcud 3097/2017, 
Pleno) y 115/2020, 6 de febrero de 2020 (rcud 3801/2017).

De acuerdo con el artículo 4 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, sobre «integración 
del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas», «la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es 
un principio informador del ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas jurídicas». 
Además, el artículo 15 de la citada Ley Orgánica 3/2007, dispone que «el principio de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres 
y hombres informará, con carácter transversal, la actuación de todos los Poderes Públicos. (…)».

Similar debe ser según esta sentencia el criterio a seguir en el presente supuesto. Lo sucedido en el parto de la recurrente difícilmente encaja 
en el concepto de enfermedad, ajustándose con mayor naturalidad al concepto de accidente. Si se quiere decir así, es más forzado considerarlo 
enfermedad común que accidente no laboral. Pero, por si la expresión de acción «externa» pudiera generar alguna duda, como lo ocurrido a 
la recurrente en el parto solo le pudo suceder por su condición de mujer, la perspectiva de género proclamada por el artículo 4 de la referida 
Ley Orgánica 3/2007 refuerza la interpretación de que el hecho debe considerarse accidente no laboral y no enfermedad común, pues sólo 
las mujeres pueden encontrarse en una situación que no tiene parangón con ningún otro tipo de circunstancia en que se acuda a la atención 
sanitaria. De ahí que la utilización de parámetros neutros, como los que propone la Entidad Gestora, conduzca a un resultado contrario con el 
principio de igualdad efectiva que nuestro ordenamiento consagra.

Acceso a la sentencia.

FUENTE: Tribunal Supremo.

http://www.poderjudicial.es/search/openDocument/1a1020d80be593e5

